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Resumen 
La presente investigación jurídica, tiene el objetivo de analizar los elementos y, criterios 
estructurales de la conducta punible que fueron establecidos por el órgano legislativo 
colombiano en el artículo 9° del Código Penal, que son aplicables para aquellos sujetos que 
tienen la capacidad psíquica de comprender la antijuricidad de las conductas que ejecutan, 
los cuales han sido considerados como imputables (Según el artículo 33 de la ley 59 del 2000 
el inimputable es quien tiene la capacidad de comprender la ilicitud de su conducta y de 
comportarse según dicha comprensión, resaltándose un componente intelectivo y volitivo, 
este señalamiento debe resaltarse). Para desarrollar lo anteriormente señalado, se realiza un 
análisis de tipo deductivo por medio de la metodología de investigación dogmática y 
hermenéutica de los elementos que estructuran la conducta punible y, de las modalidades de 
realización de dicha conducta, teniendo como fundamento las normas nacionales que 
integran el modelo escalonado de normas, las disposiciones de carácter internacional que han 
sido incorporadas al Bloque de Constitucionalidad que se relacionan con el objeto de la 
investigación, la jurisprudencia emitida por las altas cortes como la Corte Constitucional y la 
Corte Suprema de Justicia y, las teorías que han sido proferidas por los autores y por los 
juristas que han servido para motivar el análisis de la implementación de garantías en el 
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régimen penal colombiano que optimizan en la praxis judicial principios superiores como el 
de legalidad, debido proceso, proporcionalidad e igualdad.  
Palabras clave: Conducta punible; Imputabilidad; Tipicidad; Antijuridicidad; Culpabilidad; 
Dolo; Culpa; Preterintenintención. 
 
Abstract 
This legal investigation has the objective of analyzing the elements and, structural criteria of 
the punishable conduct that were established by the Colombian legislative body in article 9 
of the Penal code, which are applicable for those subjects Who have the psychic ability to 
understand the antijuricidad of the behaviors they execute, which have been considered as 
imputable. To develop the aforementioned, a deductive analysis is carried out by means of 
the methodology of dogmatic and hermeneutical research of the elements that structure of 
the punishable conduct and, of the modalities of realization of such conduct, Having as its 
foundation the national norms that integrate the step model of norms, the provisions of 
international character that have been incorporated to the block of constitutionality that relate 
to the object of the investigation, the jurisprudence Issued by the high courts such as the 
Constitutional Court and the Supreme Court of Justice and, the theories that have been uttered 
by the authors and the jurists who have served to motivate the analysis of the implementation 
of guarantees in the Colombian penal regime that They optimize in the judicial praxis 
superior principles like that of legality, due process, proportionality and equality. 
 
Key words: Punishable conduct; Accountability Typicity; Antijuridicidad; Guilt; Dolo;  
Fault; Preterintenintención. 
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Introducción  
En el ordenamiento jurídico colombiano, el órgano legislativo encargado por mandato 
constitucional de crear las leyes, determinó de forma expresa en el artículo noveno del 
Código Penal colombiano que para que la conducta sea punible se requiere que “Esta sea 
típica, antijurídica y culpable, la causalidad por sí sola no basta para la imputación jurídica 
del resultado (…) Para que la conducta del inimputable sea punible se requiere que sea típica, 
antijurídica y se constate la inexistencia de causales de ausencia de responsabilidad. 
(Congreso de Colombia, 2000) 
 Dicha disposición normativa incluye los requisitos esenciales que se deben tener en 
cuenta en el contexto colombiano, para realizar el proceso de configuración de una conducta 
como punible. Motivo por el cual, es una disposición que ocupa un lugar trascendental en el 
sistema jurídico pues, la doctrina jurídica y la jurisprudencia emitida por las altas Cortes han 
sido enfáticas al percepturar que esta es una regla que se configura en el sistema como una 
norma rectora, que los operadores jurídicos necesariamente deben tener en cuenta dentro del 
curso de los procesos judiciales.  
 Es decir, es una norma que posee una importante función interpretativa que se 
encuentra supeditada a los valores y principios que la Constitución Política de 1991 y, la Ley 
han estipulado como esenciales para el proceso judicial. Por ello es dable señalar que, es una 
disposición que busca que las normas en materia penal, se adecuen de forma coherente e 
integrante a todos los postulados de categoría filosófica y propósitos políticos del Estado 
Democrático de Derecho, que buscó el constituyente originario con la expedición del plexo 
superior, por lo anterior, ilustres autores como Carrasquilla han señalado que dicha norma se 
encuentra “ubicada axiológicamente en la cima del sistema penal, dota a los operadores del 
sistema de especial claridad y orden conceptual” (1980, p. 115).  
 Por lo anteriormente, es necesario señalar que el artículo noveno del Código Penal – 
objeto central de análisis – fue establecido en el ordenamiento jurídico colombiano como un 
enunciado normativo que no opera de forma declarativa o retórica en el sistema, pues 
establece de forma taxativa los elementos que fueron considerados por el legislador como 
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indispensables para realizar el juicio de atribución de responsabilidad penal, lo cual implica 
el establecimiento de un límite al ejercicio del denominado Ius Puniendi, y un refuerzo de 
las garantías de categoría penal que en la praxis contribuyen con la construcción de un 
sistema punitivo corte garantista en el contexto colombiano, por ello Acevedo afirma que “es 
una norma que marca el camino, la ruta a seguir, que inspira el ordenamiento jurídico penal, 
lo gobierna y por tanto, plasma los principios constituyentes del derecho a castigar" (2002, 
p. 69).  
 Ahora bien, contemporáneamente algunos de los elementos que integran la 
mencionada norma – como la tipicidad, la antijuridicidad y la culpabilidad – han sido 
analizados de forma dinámica por los operadores judiciales que se encuentran facultados para 
interpretar y dar sentido a las disposiciones que integran el ordenamiento jurídico penal 
colombiano, es decir, son criterios o elementos que han sido interpretados teniendo en cuenta 
que el contexto social y el Derecho evolucionan de forma paulatina y progresiva. Por tal 
motivo, resulta imperativo determinar si: ¿La adopción por parte de los operadores judiciales 
de la Teoría del Derecho Libre en su jurisprudencia como una fuente formal del derecho, ha 
permitido la superación de la rigidez de la ley penal colombiana en los procesos de 
determinación y modificación de conductas punibles?  
 Para resolver dicha pregunta, el presente artículo – por ser un estudio coherente y 
objetivo del Derecho positivo – parte del análisis del concepto de la dogmática, de sus 
elementos estructurales, características y, escuelas fundamentales pues, el objetivo central 
del trabajo es analizar el concepto de conducta punible que ha sido asumido en el sistema 
normativo colombiano, teniendo como sustento los postulados que integran y, que 
fundamentan la Ciencia del Derecho. Una vez examinado el concepto de la dogmática 
jurídica como una ciencia pura del Derecho, se ahondará en su categorización doctrinal como 
una metodología que tiene la finalidad de realizar el proceso de sometimiento científico de 
los materiales del derecho positivo, al conjunto de teorías que han sido consideradas como 
dogmas o, como  principios innegables en el ámbito jurídico, con lo cual se permitirá al lector 
examinar una breve historia de lo que se entiende por dogmática. Precisado dicho concepto, 
así como la relación que posee con la ciencia jurídica pura y con la ciencia jurídica aplicada, 
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se continuará con el desarrollo de la investigación analizando desde el paradigma semántico, 
doctrinal y, hermenéutico, el concepto de la conducta punible en el régimen jurídico penal 
colombiano, para lo cual, se abordaran inicialmente los elementos estructurales de la 
mencionada conducta, comenzando con el análisis del elemento de tipicidad, el cual se 
estudiará como un principio derivado del postulado de legalidad.  
 Posteriormente, se ahondará en el examen del elemento de antijuridicidad que hace 
parte del injusto penal y, se examinará el desarrollo del principio de proporcionalidad en 
dicho elemento. Finalmente, se estudiarán las circunstancias subjetivas del autor del hecho, 
evento en el cual será indispensable analizar el elemento de culpabilidad y, se examinará todo 
lo concerniente al tema de las modalidades de la conducta punible que fueron establecidas 
en el ordenamiento normativo penal colombiano, acápite en el cual será imperativo estudiar 
el dolo, la voluntad, así como la producción del resultado típicamente antijurídico; la culpa 
y la infracción al deber objetivo de cuidado y, la preterintención como una excepcional forma 
que asume la culpabilidad. Se culminará el estudio estudiando la aplicabilidad de los métodos 
de interpretación por la Corte Constitucional en el examen de la conducta punible, para ello 
se partirá de un examen semántico de la unidad lingüística interpretar; luego se estudiarán 
los métodos de interpretación constitucional y el Movimiento del Derecho Libre y se 
estudiarán los métodos utilizados por la Corte Constitucional para determinar el concepto, 
contenido, sentido y alcance de la conducta punible.  
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1. La dogmática jurídica como una ciencia empírica, explicativa y predictiva del 
ordenamiento jurídico 
La dogmática jurídica, es una ciencia que se empezó a desarrollar en Alemania desde el siglo 
XIX, con la denominada jurisprudencia de conceptos – representada por autores como 
Savigny, Puchta y Von Ihering – en donde se codificó el Derecho alemán, teniendo en cuenta 
criterios como la plenitud del derecho, la creación de conceptos jurídicos con contenido 
científico y, la concepción del juez como un intérprete de las normas, por ello, podría 
afirmarse que es una disciplina que tiene el propósito de comprender el contenido de los 
diferentes ordenamientos jurídicos que existen en el ámbito cosmopolita.  
 En ese sentido, el estudio jurídico, analizado desde la perspectiva científica del 
derecho implica un análisis constante de ideas y paradigmas que buscan adecuarse de forma 
efectiva a la realidad de los diversos ordenamientos jurídicos que existen. Dicho análisis, es 
realizado por la dogmática – en este caso jurídico penal – por medio de las diversas 
construcciones teóricas que han establecido en el sistema la cientificidad del conocimiento 
jurídico, la cual implica “la aceptación acrítica de una verdad absoluta inmutable” (Muñoz 
2007, p. 212). Por lo anteriormente señalado, es necesario comenzar el desarrollo del presente 
artículo, precisando el concepto que la doctrina ha aportado al ámbito del derecho sobre el 
concepto de la dogmática.   
 La dogmática, ha sido considerada en el ámbito jurídico, como una actividad que es 
realizada generalmente por los juristas e individuos que se dedican al estudio del derecho, en 
donde se tiene por objeto fundamental, el examen de las prescripciones normativas que 
integran los sistemas jurídicos desde el punto de vista de principios como el de dignidad 
humana, oportunidad, conveniencia, justicia, entre otros. Desde la perspectiva doctrinal, la 
dogmática ha sido considerada como una corriente de tipo filosófico que se opone al 
escepticismo y al idealismo, en donde se realiza la “conformación de un sistema coherente y 
ordenado de sus conceptos más abstractos a los más concretos” (Silva, 1992, p. 63). 
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 Siguiendo dicha línea argumental, el catedrático y reconocido penalista alemán 
Schünemann explica que la dogmática también genera la “ordenación lógica de 
conocimientos particulares alcanzados en la ciencia que se trate” (1991, p. 31); por su parte 
Alexy, especifica que es aquella que “describe el derecho vigente y realiza un análisis 
sistemático y conceptual de las normas; elabora propuestas para la solución de casos 
problemáticos” (1997, p. 240), dicho en otras palabras, es una ciencia que tiene la función de 
ampliar el espectro de argumentación, por ello sirve de forma directa en el proceso de 
aplicación del derecho. 
 Al respecto, es dable inferir que la dogmática jurídica es aquella que tiene como 
finalidad u objeto específico, la generación de un sistema de tipo conceptual que opere de 
forma armónica en el ámbito jurídico, en la aplicación e interpretación de la ley, en la 
elaboración de argumentos axiológicos que sirven para efectuar el proceso de creación y, 
elaboración de las disposiciones normativas que integran los ordenamientos nacionales y en 
la motivación de las sentencias judiciales, por ello es que la doctrina afirma que “la dogmática 
existe porque tiene una función social relevante” (Calsamiglia, 1990, p. 18).  
 Por tal motivo, a mayor uso de la dogmática jurídica por parte del operador judicial 
para proferir las decisiones en los procesos, menor es la probabilidad de que el fallo sea 
improvisado, irracional, arbitrario. Al respecto, Luhmann – sociólogo alemán destacado 
especialmente por la formulación de la teoría general de los sistemas sociales – explica en su 
obra que:  
El sistema jurídico articula sus premisas de decisión como interdependencia 
inmediata de decisiones. En la medida en que los fundamentos de la semejanza de 
casos son reflejados y convertidos en criterios para establecer relaciones, surge la 
dogmática (…) un número indeterminado de decisiones imprevisibles, dependen de 
puntos de vista prefijados y son representados por estos puntos de vista dogmáticos 
en el proceso de decisión (1993, p. 27) 
Ahora bien, la generación de fundamentos de orden conceptual en el ámbito jurídico por 
medio de la dogmática, implica el hecho de que dichas consideraciones y nociones sean 
ordenadas de forma técnica, es decir, de forma metódica, procedimental y científica, lo cual 
permitirá su verificabilidad. Para ello resulta imperativo, tener en cuenta el itinerario del 
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autor, los principios por él invocados, las normas y hechos que ha traído a colación, y la 
coherencia entre objetivos, hipótesis y conclusiones, lo cual se relaciona ineludiblemente con 
el concepto de la sistemática, la cual se desarrolla como una guía de la actividad judicial y, 
ha sido definida como una rama de la Filosofía del Derecho que tiene la finalidad de:  
Ordenar coherentemente las normas jurídicas y así, permitir que las reglas de 
conducta humana bilaterales, heterónomas, externas y coercibles, se colocan en el 
lugar que les corresponde y, exista entre ellas una buena disposición que permita su 
mejor conocimiento su aprehensión y que no se presenten como un todo caótico 
(García, 1979, pp. 127-128) 
Al respecto resulta necesario señalar que una de las primeras formas de organización o 
análisis de tipo sistemático que se realizó en el ámbito jurídico fue la división que fue 
realizada por los Romanos del derecho en público – entendido en esta época como “el que se 
refiere al estado de la cosa romana” (Puigarnau, 1979, p. 145) – y derecho privado en el cual 
se tenía en cuenta “la utilidad de cada individuo” (Fernández, 1924, p. 20); y la clasificación 
del derecho en ramas como la civil, la penal o la administrativa que han logrado a lo largo de 
la historia lo que la doctrina denomina como “sustantividad legislativa” (Cabanellas, 1979, 
p. 553) en donde la existencia real, la independencia y la individualidad de cada una de estas 
se constituyen como elementos determinantes. 
 Por dichas razones, es dable señalar que la dogmática jurídica es una ciencia 
explicativa del sistema jurídico comprendida por los estudios y por los comentarios que 
tienen por objeto describir, interpretar o sistematizar el derecho positivo vigente en un 
sistema determinado. Es decir, “su propósito fundamental es esclarecer lo que dice el derecho 
vigente y, determinar cuál es su sentido” (Larenz, 2001, p. 183), es entonces la ciencia del 
derecho, por cuanto su elaboración surge del trabajo operativo de los juristas. Es un método 
de interpretación del derecho positivo que, tiene el propósito de construir principios por 
medio de abstracciones del derecho escrito, es decir, es una herramienta fundamentalmente 
práctica que construye derecho y que, se encarga del análisis lógico de los conceptos 
jurídicos, se construye teniendo en cuenta las normas que integran el sistema, sin embargo, 
no se agota allí pues, de forma paralela se encuentra la labor interpretativa de los conceptos 
jurídicos y, la lectura crítica de los mandatos normativos. 
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 De ahí que deba arribarse a la conclusión de que, la dogmática describe el derecho 
vigente por medio del análisis sistemático de conceptos jurídicos, con lo cual se generan 
propuestas para la solución de casos concretos, por ello, no se postula como un modelo 
exegético de aplicación mecánica de la ley, es una herramienta que otorga seguridad jurídica 
en el sistema, que sirve de cimiento para las diferentes decisiones judiciales que son 
proferidas por los operadores jurídicos y que, adicionalmente, tiene el propósito de eliminar 
o de reducir la arbitrariedad en las decisiones judiciales, pues coopera con la construcción 
racional del fallo.  
2. La conducta punible en el régimen jurídico penal colombiano 
2.1 La conducta punible analizada desde el paradigma semántico y normativo  
En el ordenamiento jurídico colombiano, la conducta punible se encuentra estipulada en el 
artículo noveno del Código Penal – Ley 599 de 2000 – en donde el órgano legislativo 
determinó que: 
Para que la conducta sea punible se requiere que sea típica, antijurídica y culpable. 
La causalidad por sí sola no basta para la imputación jurídica del resultado. Para que 
la conducta del inimputable sea punible se requiere que sea típica, antijurídica y se 
constate la inexistencia de causales de ausencia de responsabilidad (Congreso de 
Colombia, 2000) 
Dicha categorización de la conducta, constituye una clara manifestación de que el proceso 
de estipulación normativa que se efectuó en el derecho interno colombiano en torno a la 
conducta punible, tuvo como fundamento la teoría sistemática propuesta por la dogmática 
jurídica, ya que estipula de forma expresa y organizada los elementos que se requieren para 
que una conducta sea considerada como punible. Sin embargo, antes de ahondar en cada uno 
de dichos elementos es necesario examinar el concepto de la conducta punible.  
 La conducta como unidad lingüística, desde la perspectiva semántica, es decir, desde 
el punto de vista de su significado, sentido o interpretación ha sido definida como una forma 
por medio de la cual los hombres se comportan en su vida, es una manifestación de las 
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acciones que realizan los individuos en la sociedad. En el ámbito jurídico ha sido definida 
como: 
El proceder volitivo descrito en el tipo, por lo que el concepto jurídico penal de 
conducta es igual al concepto ontológico de conducta, si éste se constituye por 
voluntad y un hacer algo, o una voluntad y un dejar de hacer algo, aquél se configura 
con los mismos elementos (Islas, 1985, p. 50) 
Es decir, la conducta es un comportamiento perteneciente o relativo a la voluntad de los 
individuos que hace parte de la exteriorización del principio de libertad, en el sentido de que 
materializa “el estado de cosas del que parte el individuo, el conjunto de iniciativas 
compatibles con tal estado de cosas y el acto de voluntad por el que decide elegir alguna” 
(Geymonat, 1991, p. 33). Por lo anteriormente señalado, es claro que la voluntad y la 
actividad causal definen a la conducta, la cual como se señaló tiene como fundamento el 
principio de libertad que, en el marco del derecho penal implica analizar por un lado que “el 
límite de la libertad individual, se encuentra en las acciones que causen daño a otras 
personas” (Mill, 2004, p. 26); y por otro lado que la libertad, se debe analizar en desde la 
perspectiva de la voluntad del ser humano pues esta “es una especie de causalidad de los 
seres vivos, en cuanto que son racionales (…) la libertad es una propiedad de esta causalidad, 
por la cual puede ser eficiente, independientemente de extrañas causas que la determinen” 
(Kant, 2007, p. 71).  
 Al respecto, el jurista, magistrado y profesor colombiano Reyes Echandía explicó en 
su obra que la conducta en sentido latu sensu implica la realización de cualquier “movimiento 
físico producido por el hombre y dirigido conscientemente a un fin jurídicamente relevante” 
(1977, p. 139). No obstante, luego reformuló dicho significado, señalando en otra de sus 
obras que la conducta se configura en la Teoría del Delito como “la abstracta descripción que 
el legislador hace de una conducta humana reprochable y punible” (Reyes, 1990, p. 96), es 
decir, desde el análisis efectuado por dicho autor la conducta es un comportamiento humano 
que surge de forma voluntaria y que causa una consecuencia o un resultado en el ámbito 
exterior.  
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 En este punto, es necesario tener en cuenta que la conducta se manifiesta por medio 
de dos formas, por un lado se encuentra el aspecto positivo mediante el cual el individuo 
ejecuta un movimiento corporal espontáneo, libre, y potestativo que tiene la finalidad de 
generar una consecuencia; y por otro lado, se encuentra la conducta analizada desde el 
aspecto negativo, en donde el sujeto omite de forma voluntaria la ejecución de movimientos, 
que igualmente generan la alteración de un estado de cosas existente. El primer grupo, ha 
sido denominado como acciones y, el segundo como omisiones. Para analizar las acciones, 
es necesario tener en cuenta lo explicado por Agudelo el cual se explica que:  
Apenas desde 1960 se encuentran las primeras alusiones a la naturaleza de la acción 
como preocupación filosófica, hallada en el texto Norma y acción, de Georg Henrik 
Von Wright (…) El vínculo entre las acciones humanas y los sucesos constituye el 
punto de inicio de la teoría de la acción (2013, pp. 109-110). 
Lo cual guarda estrecha relación con lo señalado por González pues, dicho autor señala que 
Von Wright se dedicó a lo largo de su vida a analizar y examinar “la naturaleza y significado 
de la acción, así como de los conceptos afines como intención, propósito, teleología, motivo, 
razones (…) actuar es provocar o evitar un cambio intencionalmente en el mundo” 
(González, 1995, p. 49). De ello resulta necesario afirmar que, cuando la conducta es 
realizada por medio de acciones, la consecuencia necesariamente será la modificación 
objetiva del mundo exterior.  
 Por su parte la omisión ha sido considerada como “no impedir, voluntariamente, un 
resultado (…) la manifestación de la voluntad aquí consiste, en no ejecutar voluntariamente 
un movimiento corporal que debería haberse realizado y que era realizable” (Liszt, 1978, p. 
297), es decir, la omisión se encuadra en la ejecución de la conducta como una fase externa 
de tipo objetiva “carente de connotaciones valorativas o subjetivas” (Córdoba, 1963, p. 13) 
que al igual que la acción se encuentra determinada por tres momentos; inicialmente se 
encuentra la voluntad del sujeto, posteriormente, se encuentra la manifestación de dicha 
voluntad omisiva, en tercer lugar se encuentra el resultado o consecuencia en el mundo 
externo. La acción y la omisión se configuran entonces como modos de conducta idóneos 
para lesionar o poner en peligro bienes jurídicos.  
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 Precisado el concepto de conducta, de acción y de omisión es necesario continuar con 
el análisis del juicio negativo de acción y de resultado en la teoría del delito. El juicio negativo 
de acción se constituye en la Teoría del Delito como un asunto de imperativo análisis, pues 
se relaciona de forma inexorable con los elementos que constituyen las conductas punibles, 
es decir, con la tipicidad, con la antijuridicidad y con la imputabilidad, ya que opera como 
un elemento constitutivo del injusto penal al enaltecer el desvalor de la acción u omisión que 
se manifiesta en determinadas conductas por parte de los sujetos.  
 El juicio negativo de acción implica por tanto el acogimiento y,  la realización  de un 
análisis de orden valorativo respecto de las normas que integran el sistema normativo penal 
que en la praxis tiene como finalidad exclusiva la determinación o mejor, la configuración 
de una conducta como contraria o ajustada al derecho vigente. Al respecto la doctrina jurídica 
ha señalado que, dicho juicio busca la “constatación de si ha producido o no una lesión o 
puesta en peligro del interés jurídicamente protegido en el correspondiente tipo de delito” 
(Huerta, 1984, p. 18), por lo cual, se infiere que es un elemento determinante en la 
constitución de aquellas conductas que el legislador ha catalogado como injustos penales, 
que tiene como finalidad realizar una valoración de tipo jurídico de la lesión o puesta en 
peligro concreto de un bien jurídico tutelado.  
 En ese orden de ideas, es necesario que se genere “una lesión o puesta en peligro de 
un bien jurídico, pero sólo como elemento parcial de la acción personalmente antijurídica, 
nunca en el sentido de que la lesión del bien jurídico agote lo injusto del hecho” (Huerta, 
1984, p. 26), por ello, es claro y no se discute el hecho de que sea necesaria la ejecución de 
una conducta que cause como resultado o consecuencia la lesión a un bien jurídico, no 
obstante, lo que el citado autor preceptúa es que además, es indispensable que el operador 
judicial examiné los demás elementos que configuran una conducta como punible para 
catalogar un hecho como injusto. Para comprender mejor lo anterior es necesario tener en 
cuenta lo que Mir Puig señala en su obra de Derecho Penal en la cual se explica respecto del 
juicio negativo o de desvalor de la acción que:  
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El desvalor de acción está fundamentado no sólo por el dolo, los restantes elementos 
subjetivos del injusto cuando los haya y la infracción de los deberes jurídicos 
específicos que obligan al autor en los delitos especiales, sino también por el modo, 
forma o grado de realización de la acción y por la peligrosidad de la misma desde un 
punto de vista ex ante (1998, p. 166) 
Es decir, el juicio de desvalor de la acción tiene como requisito fundamental el hecho de que 
es necesario que la conducta que es ejecutada por el sujeto activo sea lo suficientemente 
peligrosa para causar un daño real y efectivo a otro sujeto ya sea en su integridad física, 
psicológica o patrimonial.   
 Comprendido lo anterior, es necesario culminar el desarrollo de esta parte del artículo 
analizando brevemente el elemento de causalidad en la teoría del delito. Resulta preciso 
anotar que, en el ordenamiento jurídico colombiano la causalidad por sí sola no basta para la 
imputación jurídica del resultado, es decir, se aplica la denominada Teoría de la imputación 
objetiva en donde, se examina se forma sistemática que determinado hecho o conducta que 
es realizado por uno o varios individuos, se encuadre en alguno de los tipos penales que 
fueron establecidos por el órgano legislativo en el proceso de creación normativa de las 
disposiciones que integran el plexo penal y, adicionalmente se examina que dicha conducta 
genere un resultado que sea necesariamente atribuible al autor o sujeto activo de la acción. 
Mir Puig señala al respecto que:  
Es necesario que el hecho encaje en la descripción literal del tipo imputable a una 
conducta peligrosa y ii) que en los tipos que exigen la producción de un resultado 
separado, ello suponga la existencia de una determinada relación de imputación entre 
dicho resultado y la conducta peligrosa (1998, p. 194) 
Es decir, la causalidad es un elemento que configura o establece una relación de orden 
material que opera como un elemento transversal entre la conducta y el resultado, pues por 
medio de su análisis es que es factible la atribución  o imputación de determinado resultado 
a un sujeto como a su causa. En efecto, uno de los postulados o premisas de las que se parte 
es la realización del tipo, lo cual es examinado dependiendo si el autor ha causado o no el 
resultado lesivo a los bienes que son jurídicamente protegidos.  
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2.2 Elementos estructurales de la conducta punible en el sistema jurídico colombiano 
Examinado el concepto de conducta punible, es necesario ahora analizar los elementos 
estructurales que han sido establecidos por el legislador en el sistema normativo colombiano. 
Como se mencionó en la parte introductoria del presente artículo, en el sistema jurídico 
colombiano la norma rectora en tratándose de la regulación de la conducta punible es el 
artículo noveno del Código Penal Colombiano, o Ley 599 de 2000. El primer elemento que 
integra el elemento de punibilidad de la conducta es la tipicidad, y ha sido definida desde la 
perspectiva doctrinal como una “descripción elaborada por el legislador de un determinado 
comportamiento bajo cuya concreción puede sobrevenir una consecuencia jurídico penal” 
(Plascencia, 1998, p. 86), no obstante antes de examinar a fondo el concepto es imperativo 
analizar la relación y diferencias que posee el elemento de tipicidad con el concepto de tipo 
penal.  
 El tipo penal como concepto jurídico ha sido considerado como “la versión 
generalizada de la palabra alemana tatbestand con la que se alude un conjunto de hechos 
dotándolos de una significación unitaria” (Roxin, 1997, p. 170); o como aquella “parte del 
tipo del injusto a la que han de referirse el dolo y la culpa, no perteneciendo a él las 
características de la culpabilidad, ni las condiciones objetivas de penalidad” (Rodríguez, 
1986, p. 411).  
 Por su parte Rosal, explica que el tipo penal constituye un conjunto de caracteres que 
poseen “una función de garantía al modo como lo hace el principio de legalidad del delito, 
pues no hay delito sin tipo” (1976, p. 756), es decir, es un elemento de tipo conceptual que 
describe de forma específica qué conductas humanas se encuentran prohibidas por las normas 
que integran los diversos ordenamientos jurídicos. Dicho en otras palabras, el tipo penal es 
una acción que se encuentra tipificada es decir, establecida por la ley en una figura legal, al 
respecto, Reyes explica que es imperativo que el tipo se comprenda como “la descripción 
abstracta que el legislador hace de una conducta humana reprochable y punible” (1990, p. 
96).  
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 Precisado lo anterior, es procedente continuar con el estudio del concepto de tipicidad 
desde la perspectiva de la teoría del delito; inicialmente es necesario tener en cuenta la 
definición planteada por Zaffaroni en donde se detalla que la tipicidad es una “averiguación 
que se hace sobre una conducta, que se efectúa para saber si presenta los caracteres 
imaginados por el legislador, siendo en concreto el resultado afirmativo de ese juicio” (1991, 
p. 176), es decir, la tipicidad es un elemento descriptivo elaborado por el órgano legislativo 
que analiza la acción comprendida en el delito.  
 Es indispensable tener en cuenta que el elemento de tipicidad ha sido considerado 
como un principio – es decir como un “estándar que ha de ser observado por ser una exigencia 
de justicia, equidad o alguna otra dimensión de la moralidad”(Dworkin, 1977, p. 72) – 
derivado del principio de legalidad que de acuerdo con lo estipulado por el artículo 29 de la 
Constitución Política de 1991 es considerado como uno de los cimientos del modelo de 
Estado que fue establecido en el ordenamiento jurídico colombiano por el constituyente 
originario, pues posibilita el hecho de que “las personas a quienes las normas van dirigidas, 
conozcan hasta dónde va la protección jurídica de sus actos” (Corte Constitucional, Sala 
Plena, exp. D-2718, 2000).  
 Desde la perspectiva de la Teoría del Delito el principio de tipicidad ha sido analizado 
desde el aforismo latino nullum crimen, nulla poena sine lege, el cual hace referencia a un 
mandato que prescribe que es necesaria la existencia de una norma jurídica que determine o 
configure de forma previa las conductas que serán consideradas como contrarias al orden 
jurídico o como delitos, y que por tanto, se encuentran prohibidas. Es necesario tener en 
cuenta en este punto que, el proceso de instauración de las conductas como delitos 
necesariamente debe tener como sustento el respeto por la dignidad humana y los derechos 
inherentes a las personas, los cuales en el orden nacional han sido denominados como 
derechos fundamentales.  
 Los derechos fundamentales han sido definidos especialmente por la doctrina 
constitucional como “todos aquellos derechos subjetivos que corresponden universalmente a 
todos los seres humanos en cuanto dotados del status de persona, de ciudadanos o personas 
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con capacidad de obrar” (Ferrajoli, 2001, p. 19) o como aquellos “de los que es titular el 
hombre no por graciosa concesión de las normas positivas, sino con anterioridad e 
independientemente de ellas, y por el mero hecho de ser hombre, de participar de la 
naturaleza humana” (Fernández, 1983, p. 139); por su parte la dignidad humana es un 
principio que implica “el derecho a vivir en condiciones, cualesquiera que sean, bajo las 
cuales, es posible, o apropiado, el propio auto respeto” (Dworkin, 1994, p. 305).  
 Examinado el concepto de tipicidad como un principio derivado del postulado de 
legalidad, es necesario ahora examinar el elemento de antijuridicidad, el cual ha sido 
abordado principalmente como parte del injusto penal y como un desarrollo del principio de 
proporcionalidad. Inicialmente se ha explicado que el elemento de antijuridicidad implica 
una “contradicción del orden jurídico a través de una acción (…) ataque o contravención a lo 
dispuesto en la ley que causa la lesión o puesta en peligro del bien jurídico protegido en la 
ley penal” (Plascencia, 1998, p. 132), es decir, es una contradicción de la acción con una 
norma jurídica que genera un daño que de forma simultánea causa la afectación del sujeto 
pasivo, de la comunidad y del derecho 
 Ahora bien, el elemento de antijuricidad puede ser analizado desde dos puntos de 
vista, por un lado se puede estudiar el concepto de forma general en ese caso el análisis se 
centra en la realización de determinadas conductas contrarias al ordenamiento jurídico en sus 
diversas ramas por parte de los sujetos; por otro lado, se puede examinar la antijuridicidad 
de forma específica en la rama penal, evento en el cual el estudio se centra en la realización 
de una acción o conducta por el sujeto activo que genera la lesión o puesta en peligro de uno 
o varios bienes jurídicos tutelables del sujeto pasivo, lo cual genera el injusto que ha sido 
considerado como el aspecto material de la antijuridicidad. Al respecto Zaffaroni ha sido 
enfático al señalar que “la antijuridicidad se analiza en la actualidad como parte del injusto 
penal” (1973, p. 441), es decir, es un concepto que contemporáneamente es analizado desde 
el paradigma de la Teoría del Delito como como conjunto de la conducta típica y antijurídica. 
Por su parte Ripollés explicó en su obra La categoría de la antijuricidad en Derecho Penal 
que la antijuridicidad busca:  
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Mantener su coherencia con el hecho punible en su conjunto, diferenciarse de los 
restantes elementos del delito, mantener la coherencia entre todo el ordenamiento 
jurídico y el Derecho penal, y diferenciar a este de aquel (…) A diferencia de la 
general, este tipo de antijuridicidad no va referida a toda conducta humana, sino 
exclusivamente a aquella que previamente ha sido calificada como injusto típico 
(1990, pp. 718 - 721). 
Ahora bien, examinados los elementos de la conducta punible, es importante realizar un breve 
examen de la culpabilidad en relación con las circunstancias subjetivas del autor del hecho 
de la conducta punible. Es importante comenzar este análisis, partiendo de la premisa de que 
es indispensable la realización de una conducta típica y antijurídica para examinar el 
elemento de culpabilidad, dicha afirmación guarda una estrecha relación con lo señalado por 
el legislador colombiano en el artículo noveno del Código Penal en el cual se estipula que 
para que la conducta sea punible se requiere que sea típica, antijurídica y además, culpable. 
 Mir Puig en su obra titulada Sobre lo objetivo y lo subjetivo en el injusto señaló que 
“mientras la antijuridicidad constituye un juicio despersonalizado de desaprobación sobre el 
hecho, la culpabilidad requiere, además, la posibilidad de atribución de ese hecho 
desvalorado a su autor” (1994, p. 146), es decir, la culpabilidad es un elemento en donde se 
analiza especialmente la desaprobación del acto que recae sobre el sujeto activo de la 
conducta, que además, no tiene en cuenta aspectos de índole moral por tanto no interesa el 
hecho de que pueda surgir algún tipo de emoción o sentimiento impregnado por la culpa en 
el autor.  
 Desde la perspectiva doctrinal ha sido definida la culpabilidad por diversos autores 
especialistas en el análisis dogmático del Derecho Penal, en primer lugar, Rodríguez ha 
señalado que “actúa culpablemente el que con arreglo el ordenamiento jurídico pudo 
proceder de otra manera a como lo hizo, es decir, el que pudo abstenerse de realizar la acción 
típicamente antijurídica” (1986, p. 415), siguiendo dicha línea argumental Muñoz ha 
explicado que “actúa culpablemente quien comete un acto antijurídico, pudiendo actuar de 
un modo distinto, es decir, conforme a derecho” (2007, p. 128) y, Roxin – abogado y jurista 
alemán destacado por su labor en el ámbito del Derecho Penal – ha preceptuado que es “el 
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conjunto de condiciones que justifican la imposición de una pena al autor de un delito” 
(Roxin, 1981, p. 14).  
 De dichas definiciones aportadas por la doctrina es dable señalar que la culpabilidad 
como elemento de la conducta punible es un juicio de reproche que se realiza al sujeto activo 
de una conducta por el conocimiento que posee respecto de la generación de daños a bienes 
jurídicos amparados por el ordenamiento legal y constitucional que fueron generados por 
medio de su accionar o por medio de conductas de tipo omisivo, es decir, se realiza un 
reproche de la actitud consciente del sujeto activo. 
2.3 Las modalidades de conducta punible analizadas desde el paradigma de los 
principios 
Comprendido el concepto de conducta punible, así como el de sus elementos estructurales es 
procedente analizar en esta parte de la investigación las formas por medio las cuales se 
ejecuta la conducta punible. Según lo establecido en el artículo 19 del Código Penal 
colombiano, las conductas punibles se dividen en delitos y contravenciones, los delitos como 
se analizó en la parte inicial del artículo, son comportamientos humanos típicamente 
antijurídicos y culpables que se encuentran conminados con una sanción penal. Por su parte 
las contravenciones son “aquel comportamiento humano que produce un daño social de 
menor entidad que el delito, se sanciona de forma leve” (Ripollés, 2011, p. 126).  
 Ahora bien, la conducta punible además de clasificarse en delitos y contravenciones, 
por disposición legislativa posee unas modalidades de conducta, que se encuentran 
estipuladas de forma expresa en el artículo 21 del Código Penal en los siguientes términos: 
“La conducta es dolosa, culposa o preterintencional. La culpa y la preterintención sólo son 
punibles en los casos expresamente señalados por la ley” (Congreso de Colombia, 2000).  
 Desde el punto de vista de la dogmática penal, el dolo ha sido definido como “la 
voluntad consciente, encaminada u orientada a la perpetración de un acto que la ley tipifica 
como delito” (Grisanti, 2007, p. 89)  como “la intención más o menos perfecta de hacer un 
acto que se sabe contrario a la ley” (Carrara, 1983, p. 102), o como “la producción del 
21 
 
resultado típicamente antijurídico con la conciencia de que se está quebrantando el deber, 
con conocimiento de las circunstancias de hecho y del curso esencial de la relación de 
causalidad existente entre las manifestaciones humanas” (Jiménez, 1945, p. 74). De estas 
apreciaciones se infiere que el dolo implica conocimiento y voluntad de una conducta que se 
realiza, en donde se presenta dos elementos, uno cognitivo que básicamente hace referencia 
al conocimiento por parte del sujeto que ejecuta la conducta de estar ejecutando la conducta 
y uno volitivo que implica tener voluntad, querer realizar la conducta punible.  
 Es necesario tener en cuenta que, el dolo se clasifica en dolo directo, indirecto y 
eventual. El dolo directo o dolus directus “se refiere al autor que persigue la acción típica o, 
en su caso el resultado querido por el tipo denominado factor de voluntad” (Jescheck, 1981, 
p. 403), es decir es un concepto que implica conocer los hechos y querer ejecutar el 
comportamiento, en este caso el comportamiento desplegado es la finalidad. En este caso la 
intención se constituye como una cuestión de orden o tipo subjetivo que al ser realizada 
genera la comisión del tipo penal descrito de forma previa en la ley.  
 El dolo indirecto, también implica conocer los hechos y querer ejecutar el 
comportamiento, sin embargo, en esta tipología del dolo el comportamiento no es la 
finalidad, es decir, se ejecuta porque es necesario para lograr el fin realmente buscado o 
aquello que se quiere realizar, por ejemplo, cuando un ladrón rompe un vidrio para hurtar 
una cartera, en ese caso el comportamiento no es el fin, es una conducta necesaria para lograr 
la finalidad. 
 Ahora bien, en el dolo eventual se tiene conocimiento, y se prevé como probado un 
resultado pero se deja librado al azar, la doctrina al respecto ha señalado que surge cuando 
“el autor prevé como posible un resultado típico y se conforma con él” (Plascencia, 1998, p. 
119) y que, “significa que el autor considera seriamente como posible la realización del tipo 
legal y se conforma con ella” (Jescheck, 1981, p. 405) en otras palabras “existe cuando el 
sujeto representa la posibilidad de un resultado que no desea, pero cuya producción ratifica 
en última instancia” (Jiménez, 1984, p. 461) 
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 Por otra parte, el artículo 23 del Código Penal define la culpa como una modalidad 
de conducta punible que se configura cuando “el resultado típico es producto de la infracción 
al deber objetivo de cuidado, y el agente debió haberlo previsto por ser previsible, o habiendo 
previsto confió en poder evitarlo” (Congreso de Colombia, 2000), es decir, los cuidados o 
prevenciones que debe ejecutar una persona cuando realiza una actividad conforme a la Ley 
o Lex Artix, son desatendidos generando un resultado típico, sin embargo, esto depende de 
la calidad de la persona y de la situación concreta. La culpa se clasifica en, culpa sin 
representación, en donde el resultado no ha sido previsto ni ha sido querido por el sujeto 
activo, y culpa con representación en donde “si bien no se quiere causar la lesión, se advierte 
su posibilidad y, sin embargo, se actúa: se reconoce el peligro de la situación, pero se confía 
en que no dará lugar al resultado lesivo” (Puig, 1994, p. 293).   
 En ese orden de ideas, el dolo eventual y la culpa con representación son conceptos 
diferentes, pues en el primero, se prevé como probable el resultado pero se deja librado al 
azar, mientras que en la segunda, se prevé como posible el resultado pero la persona confía 
en poder evitarlo, en ese caso se tiene un grado de control y generalmente el individuo ha 
ejecutado alguna medida que le permite inferir que el resultado no se va a generar. 
Finalmente, es necesario señalar que la preterintención ha sido considerada como:   
 Una excepcional forma que asume la culpabilidad en algunas leyes penales 
tipificadoras de delitos preter o ultra intencionales, es decir, de delitos en los que 
el resultado alcanzado a través de la acción penal correspondiente es más grave que 
el resultado querido por el agente (Rincones, 1993, p. 67) 
Es decir, la persona se excede en la intención de generar un daño, por tanto, el sujeto activo 
tiene intención de generar un daño, pero finalmente puede causar un daño más gravoso del 
que tenía pensado, en la preterintención es necesario que el resultado sea previsible. 
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3. Aplicabilidad de los métodos de interpretación por la Corte Constitucional en el 
examen de la conducta punible 
3.1 ¿Qué significa interpretar?  
La interpretación, proviene de la voz latina interpretare o interpretari, palabra que, según 
Couture, “deriva de interpres que significa mediador, corredor, intermediario” (1979, p. 15). 
La interpretación, ha sido definida desde la perspectiva semántica como aquella que tiene el 
propósito de “explicar acciones, dichos o sucesos que pueden ser entendidos de diferentes 
modos” (RAE, 2014), es decir, es un proceso en donde el eje central es declarar o justificar 
la causa o motivo de algo, por ello, es un acto que se origina en el intelecto y en el 
razonamiento humano por medio de las operaciones discursivas; en otras palabras, es una 
operación intelectual en virtud de la cual se atribuye sentido y significado a algo.  
 En el ámbito del derecho, la interpretación tiene un importante papel pues, los 
sistemas jurídicos se caracterizan por la actividad jurisdiccional que es efectuada por los 
operadores, la cual tiene como sustento las explicaciones que los jueces le den a las normas 
y a las leyes que han sido creadas por el legislador. Es por tal razón, que el estudio sobre la 
interpretación del derecho es un tema trascendental pues, es una práctica necesaria para el 
funcionamiento de todo orden jurídico. Ha sido definida por la doctrina de diferentes 
maneras, por ejemplo, Ramos considera que la interpretación cuando se proyecta en el ámbito 
jurídico, tiene la finalidad de “comprender el contenido de ciertos textos de manera que se 
les pueda asignar un significado preciso” (2015, p. 123), es decir, el propósito fundamental 
es entender el contenido y el mensaje que expresan las disposiciones que integran el modelo 
escalonado de normas. 
 Al respecto, Wroblewski (1989) explica que “la interpretación en el sentido más 
amplio es sinónimo de comprensión en las ciencias humanas y sociales según la metodología 
de las ciencias de la cultura” (1989, p. 113). Por ello, se infiere que son dos los tipos o formas 
de efectuar un proceso de interpretación, por un lado, se encuentra aquella que es realizada 
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por los profesionales u operadores jurídicos – dentro de los cuales se encuentran los jueces, 
los abogados, los profesores, los fiscales entre otros – respecto del contenido de las normas 
jurídicas y, por otro lado, se encuentra la interpretación que es efectuada por los ciudadanos 
del común.  Siguiendo dicha línea argumental, Toranzo (1994) explica que la interpretación 
cualificada efectuada por los juristas de las normas que integran el sistema, se debe analizar 
teniendo en cuenta su autor, es decir “atendiendo al autor de la interpretación de la ley, esta 
puede ser auténtica, si el intérprete es el mismo legislador; judicial, si es el juez el que 
interpreta la ley por medio de la sentencia; y doctrinal, si es un tratadista el autor de la 
interpretación” (1994, p. 225). Es decir, desde dicha perspectiva la interpretación adquiere 
diferente valor dependiendo de su autor.  
 Por su parte, Cabanellas afirma que “la interpretación jurídica por excelencia es la 
que pretende descubrir para sí mismo o para los demás el verdadero pensamiento del 
legislador o explicar el sentido de una disposición” (1994, p. 478), por tanto, el intérprete 
toma el lenguaje incorporado en la norma como punto de partida, lo analiza de forma 
sistemática y operativa y, profiere una conclusión en torno a su sentido. En ese sentido 
Marcial Rubio define la Interpretación Jurídica diciendo la teoría de la interpretación jurídica, 
es la parte de la Teoría General del Derecho destinada a desentrañar el significado último del 
contenido de las normas jurídicas cuando su sentido normativo no queda claro a partir del 
análisis lógico-jurídico interno de la norma” (1984, p. 516).  
 En ese orden de ideas, podría señalarse que la interpretación jurídica es un proceso 
operativo de tipo intelectual que es efectuado por los juristas y operadores jurídicos respecto 
de las normas que integran el sistema, el propósito versa en analizar el lenguaje con el que 
fue redactada la disposición y, en determinar su sentido, contenido y alcance en la praxis, por 
tal motivo, el intérprete ejecuta la labor de reconocer, descubrir, captar o asimilar el 
significado, sentido y alcance de la norma jurídica, por ello, el fin de la interpretación es “el 
esclarecimiento del sentido propio de una proposición jurídica” (Enneccerus, 1935, p. 198).  
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 Ahora bien, la doctrina además de establecer el significado de la interpretación 
jurídica, ha establecido como clases de dicha interpretación, la doctrinal, la judicial o 
jurisprudencial y, la legislativa. En cuanto a la interpretación doctrinal, es preciso señalar que 
es aquella que es efectuada por aquellos autores que son considerados como fuente primaria 
en el ámbito jurídico, en otras palabras, es la que realizan los teóricos, los tratadistas y los 
estudiosos del derecho; Se le conoce como interpretación científica, sin embargo, no es de 
obligatoria observancia es un criterio de interpretación.  
 La interpretación judicial, como su nombre lo indica, es la que se efectúa por los 
jueces y por los tribunales en el proceso de expedición de las providencias judiciales, es el 
proceso para descubrir o atribuir significado y decidir el alcance, sentido, contenido e 
implicación de un texto legal, con el fin de que pueda ser aplicado a casos concretos y, sobre 
todo, para precisar qué circunstancias encuadran, son subsumibles o quedan excluidas de él. 
Es decir, el jurista indaga cuál es la norma aplicable a cada caso concreto que se le presenta, 
encuentra la regla del derecho vigente que debe aplicar para resolver el conflicto específico 
que se le plantea y una vez que encuentra la norma que debe usar para resolver el conflicto, 
debe interpretarla para poder aplicarla, lo cual implica necesariamente un proceso de 
argumentación hermenéutica, que es efectuado por medio de la teoría de la jerarquización 
normativa en donde la interpretación parte de la Constitución, del Bloque de 
Constitucionalidad, de las leyes ordinarias, de los reglamentos, acuerdos, resoluciones, 
sentencias y actos normativos autónomos como los contratos y los convenios. 
  Por su parte, la interpretación legislativa, también denominada como interpretación 
auténtica, es aquella que realiza el creador de las normas, ha sido definida como aquella que 
realiza el poder legislativo, creador de la ley “mediante una ley secundaria o disposición 
normativa de interpretación, la cual puede ser contemporánea o posterior al texto normativo 
primario o interpretado, que tiene como única función esclarecer, desentrañar o determinar 
el significado y alcance del texto legal interpretado (Carbonell, 2000, p. 19).  
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 En este punto es necesario señalar que la interpretación desde el paradigma 
metodológico puede ser literal, sistemática y, teleológica. La interpretación literal, es aquella 
en donde se atribuye a la norma el significado inmediato o prima facie que surge del uso 
común de las palabras, se relaciona con la aplicación práctica de las reglas de la gramática. 
Geny explica al respecto que, es un tipo de interpretación estricta que “considera que las 
palabras tienen significado propio, por ello los textos normativos son claros e 
incuestionables” (1925, p. 27), se relaciona con la interpretación gramatical establecida en el 
artículo 27 del Código Civil colombiano que estipula que “cuando el sentido de la ley sea 
claro, no se desatenderá su tenor literal a pretexto de consultar su espíritu” (Congreso de los 
Estados Unidos de Colombia, 1873); Por tal motivo, contemporáneamente es una técnica que 
implica que el operador judicial aplique de forma mecánica la norma por medio de un 
silogismo jurídico en donde la ley opera como premisa mayor, los acontecimientos sometidos 
a control judicial como premisa menor y, el fallo como conclusión.  
 En cuanto a la interpretación sistemática, conviene señalar que es aquella que 
considera que el análisis de las normas que integran el ordenamiento jurídico se debe realizar 
teniendo en cuenta que las reglas son unidades que forman parte de la universalidad 
denominada sistema, no son criterios aislados, por tal motivo, su estudio se debe efectuar con 
relación a las demás disposiciones que conforman el conjunto normativo de forma armónica 
e integral, con lo cual se evita la generación de contradicciones normativas internas o de 
antinomias normativas. En otras palabras, con las interpretación sistemática se pretende 
“desentrañar o atribuir un determinado significado a una disposición normativa, en función 
de su ubicación o colocación dentro de un contexto, de un subsistema o sistema jurídico” 
(Galván, 2005, p. 17), en el sistema interno colombiano se encuentra estipulada en el artículo 
28 del Código civil en donde se estipula que “el contexto de la ley servirá para ilustrar cada 
una de sus partes, de manera que haya entre todas ellas la debida y correspondencia y 
armonía” (Congreso de los Estados Unidos de Colombia, 1873). 
 Por su parte, la interpretación teleológica fue creada por la Escuela de la exégesis – 
en donde se interpretaba el significado de los textos legislativos de manera rigurosa y objetiva 
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– y tiene el propósito de analizar la intención que el legislador tuvo al proferir la ley, para 
ello considera imperativo examinar elementos como las circunstancias y los hechos que 
enmarcaron la expedición de la norma, así como los motivos y debates previos que permiten 
corroborar el espíritu de la regla en el sistema interno.  
 Ello autoriza a concluir señalando que, la interpretación jurídica tiene un papel 
trascendental en el discurso jurídico, pues coopera con la comprensión y con el análisis de 
las reglas de derecho no solo en el ámbito jurisdiccional, también en el ámbito del ejercicio 
de la administración pública y, en general en todos los actos que se desarrollan en la sociedad 
pues, permite resolver los conflictos que se susciten en torno al significado de los textos 
legales. En este caso, los operadores jurídicos son los protagonistas pues, son lo que efectúan 
el proceso interpretativo, no obstante, es importante precisar que dicho análisis no es en todos 
los casos vinculante, pues como se mencionó, el grado o el nivel jurisdiccional del operador 
determinan su aplicabilidad.  
3.2 Los métodos de interpretación constitucional en el sistema jurídico colombiano 
La interpretación constitucional tiene el propósito de otorgar alcance y sentido a lo estipulado 
por el constituyente originario en la norma suprema, con ella es posible determinar la 
constitucionalidad de un precepto o la vulneración de los derechos fundamentales – 
entendidos como “derechos singulares que adquiere cada individuo con exclusión de los 
demás son universales, indispensables, inalienables atribuidos por normas jurídicas a todos 
en cuanto personas, ciudadanos o capaces de obrar dentro de un Estado” (Ferrajoli, 2008, p. 
61) – pues, en algunos casos las normas generan dificultades al momento de dar solución a 
un caso concreto, por lo que se hace imperativa la aplicación de los métodos tradicionales de 
interpretación constitucional.  
 En ese sentido, el ejercicio de interpretación constitucional otorga certeza a las 
decisiones, ya que permite según García “determinar la vivencia real de la norma 
fundamental, vivencia que explica la actualización de la misma al confrontar una cultura a la 
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que los intérpretes nunca pueden ser ajenos por el mero hecho de que son criaturas de esa 
sociedad” (1979, p. 3). La interpretación constitucional, tuvo origen el Francia, luego de la 
revolución en donde se estableció un nuevo paradigma de interpretación basado en el respeto 
o culto a la ley. En dicho modelo de interpretación, la única fuente del derecho era la ley, por 
tal motivo, se consideraba como elemento o criterio fundante de la política liberal, el derecho 
que había sido democráticamente creado por el legislador, el cual obligaba a los hombres a 
cumplir los mandatos que habían sido creados por ellos mismos. Al respecto Montesquieu 
señaló que:  
Puesto que en un Estado libre, todo hombre, considerado como poseedor de un alma 
libre, debe gobernarse por sí mismo, sería preciso que el pueblo en cuerpo 
desempeñará el poder legislativo. Pero como esto es imposible en los grandes 
Estados, y como está sujeto a mil inconvenientes en los pequeños, el pueblo deberá 
realizar por medio de sus representantes lo que no puede hacer por sí mismo 
(Montesquieu, 2002, p. 125) 
De ahí que, en dicha época las normas constitucionales que contenían derechos 
fundamentales operaban como pactos políticos de tipo o categoría general, que no tenían un 
valor vinculante en los casos concretos pues, la ley era el cimiento o punto estructural de las 
decisiones judiciales. Con ello se empezó a hablar de la soberanía parlamentaria en donde las 
leyes que son expedidas por el legislador son consideradas como normas que reputaban 
obediencia a la Constitución, que prevalecían en la solución de conflictos particulares.  
 Luego con el Estado de derecho liberal – aportado por el constitucionalismo 
norteamericano – el principio de soberanía parlamentaria sufrió importantes cambios, pues 
la Corte Suprema por medio de su jurisprudencia anuló aquellas leyes que resultaban ser 
contrarias a la Constitución. El caso de Marbury vs. Madison de 1803 es universalmente 
conocido como el antecedente de dicho cambio, pues se consideró que el control 
constitucional efectuado por el órgano legislativo, implica una participación activa del 
operador judicial en especial en la determinación de las reglas que son aplicables a los casos 
concretos, por ello podría afirmarse que en esta época la soberanía y la interpretación del 
plexo constitucional se empezó a distribuir entre el órgano legislativo y el judicial.  
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 Dicho cambio de paradigma, género la creación del control de constitucionalidad – 
en inglés judicial review – en donde se limitó en gran medida la soberanía parlamentaria y 
en donde además, se comprobó que las legislaturas también violaban los derechos 
fundamentales, lo cual facilitó el establecimiento de la Constitución como el elemento central 
en la determinación del derecho en los casos concretos que eran sometidos a los jueces. En 
el ordenamiento jurídico colombiano, el control de constitucionalidad se adoptó en 1910, por 
medio del Acto Legislativo 3 de dicho año, en donde se le otorgó a la Corte Suprema de 
Justicia la facultad de anular aquellas leyes que fueran contrarias a los postulados y mandatos 
que habían sido comprendidos en la Constitución.  
 Luego en 1936 con la reforma efectuada al plexo constitucional, se estableció una 
nueva competencia para los jueces de la República, relacionada con la posibilidad de que 
dichos operadores adecuarán el contenido o el sentido de las leyes de forma dinámica 
teniendo en cuenta la orientación política y la realidad social de la Nación, no obstante, en la 
práctica dicha prerrogativa no era utilizada pues se le daba prevalencia a la doctrina legal. 
Posteriormente, con la expedición de la Constitución de 1991, y con el establecimiento de la 
acción de tutela se generó un cambio trascendental pues, se democratizó la interpretación 
constitucional ya que se le otorgó dicha función a todos los jueces de forma prevalente a la 
interpretación legal.  
 Con ello los jueces se vieron obligados a aplicar de forma prevalente el texto 
constitucional en las demandas que solicitaran la protección de los derechos fundamentales 
y en todas aquellas que accionaran el aparato jurisdiccional. En dicha nueva vía procesal se 
establecieron como posibilidades “aplicar e interpretar directamente los textos 
constitucionales en casos ordinarios; Inaplicar leyes o normas reglamentarias” (López, 2006, 
p. 31), por tal motivo, el panorama se encaminó hacia la constitucionalización del derecho 
común. Así es dable llegar a la conclusión de que la interpretación constitucional surgió por 
la evolución del constitucionalismo occidental que tuvo como elemento central la pugna entre 
el principio de legalidad y entre el principio de supremacía de la constitución. 
Contemporáneamente, se considera que la Constitución es el vértice o punto central del 
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sistema junto con las normas que integran el Bloque de Constitucionalidad pues, su 
aplicación en los casos concretos y, en general en todas las actuaciones que realice la 
Administración es prevalente y vinculante. En ese sentido, la doctrina ha señalado que la 
Constitución se puede interpretar de diferentes maneras, por un lado se encuentra el método 
que considera que el plexo superior se puede analizar de forma textual, lógica, histórica y 
sistemática, por otro lado, se encuentra aquel que considera que dicho proceso interpretativo 
se efectúa teniendo en cuenta los fines, los intereses y las consecuencias derivadas de la 
aplicación de la Constitución y, finalmente se encuentra el método de interpretación 
sistemática o finalista que surgió por la insuficiencia de los criterios tradicionales de 
interpretación hermenéutica antes mencionados.  
 En cuanto al primer tipo de interpretación constitucional – Textualista o literalista - 
es necesario señalar que, es aquella que considera que “la fidelidad a la Constitución es 
fundamental, por ello debe ser interpretada de manera predominantemente gramatical” 
(López, 2006, p. 33). Dicho modelo de interpretación, en la praxis no resulta ser útil pues no 
da cuenta del sentido, ni del contenido de los postulados y mandatos contenidos en los textos 
constitucionales que generalmente son abiertos por tanto indeterminados. Por ello se requiere 
una interpretación sistemática, en donde se tenga en cuenta las reglas de derecho –cuya 
principal característica es su estructura proposicional comprendida por hechos y 
consecuencias jurídicas – y, los principios que operan como mandatos optimizadores de las 
reglas que integran el sistema y que establecen los cimientos y fundamentos jurídicos del 
Estado.  
 Por su parte, en método del historicismo – también denominado originalísimo – 
señala que los textos constitucionales deben ser interpretados teniendo en cuenta criterios o 
elementos adicionales, dentro de los cuales se encuentra el análisis histórico sobre el 
significado del texto superior. Este método implica que el operador jurídico analice los 
valores que cimentaron el proceso de creación normativa del plexo, para lo cual se hace uso 
de los debates previos que motivaron la expedición contenido generalmente en las gacetas 
constitucionales. Es entonces un método teleológico que busca indagar los motivos y razones 
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que impulsaron al constituyente originario para crear la Constitución, en otras palabras, lo 
que se busca es “encontrar la voluntad histórica del constituyente y los pensamientos de sus 
creadores” (López, 2006, p. 36).  
 En el ordenamiento jurídico colombiano, la Corte Constitucional ha hecho uso de 
dicho método de interpretación constitucional en algunas de sus sentencias, por ejemplo, en 
la sentencia T-409 de 1992, el alto tribunal negó la existencia de la objeción de conciencia al 
servicio militar con fundamento en un argumento historicista, sin tener en cuenta el artículo 
18 de la Constitución que podría fundamentar dicha objeción en la prestación del servicio 
militar. Luego en la sentencia C-453 de 1994 se cambia la línea y se empieza a considerar 
que este método puede llegar a ser ambiguo y que no encuentra la intención constituyente 
específica, por tal motivo se explica que: 
A nivel de la interpretación constitucional, el argumento histórico es de alcance 
limitado, por cuanto, no es fácil determinar con claridad cuáles fueron las razones 
por las cuales determinado artículos fue incorporado a la Constitución. Por ello, debe 
predominar una interpretación sistemática y finalista del texto constitucional tal y 
como este fue aprobado, y no recurrir a hipotéticas intenciones de la Asamblea 
Nacional Constituyente (Corte Constitucional, 1994) 
No obstante, dichas dificultades no impiden en sentido estricto la utilización de dicha 
herramienta hermenéutica. Finalmente, se encuentra el método sistemático o finalista, en 
donde la interpretación de la Constitución se efectúa teniendo en cuenta el precedente 
constitucional que ha sido emitido por el alto tribunal constitucional. En otras palabras, es 
una técnica de interpretación constitucional que implica la obediencia jurisprudencial por 
parte de los operadores jurídicos en general, y que establece la importancia de la 
implementación de una visión hermenéutica abierta, anti formalista basada en la noción de 
sistema. López explica que es un método en donde:  
La aplicación de cualquier texto legal requiere de una previa identificación del 
propósito o valor que la norma busca proteger (…) la aplicación formalista del texto 
debe ceder ante el propósito cuando, por alguna circunstancia, el texto parezca llevar 
a resultados contrarios a los que conduciría el fin normativo (2006, p. 37). 
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En otras palabras, es un método de interpretación constitucional que tiene el propósito de 
analizar el valor objetivo y contemporáneo que tienen los postulados superiores, por ello 
requiere de un examen dinámico que tenga en cuenta la realidad actual, la necesidades 
sociales, y la moral que tenga la comunidad regulada. Al respecto la sentencia T-322 de 1996 
señaló que “cuando la decisión de la acción de tutela, tiene como antecedente la tensión entre 
normas jurídicas, debe ser proferida teniendo en cuenta criterios como la razonabilidad en 
donde se privilegia el método sistemático o finalístico” (Corte Constitucional, 1997). 
 Hart en su obra El concepto del derecho, explica el método de interpretación finalista 
de forma práctica, para ello trae a colación un ejemplo en donde el punto central es una regla 
municipal que prohíbe la entrada de vehículos en el parque, so pena de una sustanciosa multa. 
En dicho ejemplo, el jurista británico señala que desde una perspectiva formalista la norma 
no admite excepciones, por ello la entrada de una ambulancia al parque por una urgencia, 
también sería un motivo para interponer la sanción, ya que bajo una lectura textualista la 
unidad lingüística todos incluye las ambulancias, e incluso las motocicletas de la policía y 
los juguetes motorizados de los niños. No obstante, al analizar dicha situación desde una 
perspectiva finalista, se infiere que el propósito de la norma es la seguridad, por tal motivo 
“el caso solo recibiría multa si los juguetes de los niños fueran de una dimensión y cilindrada 
suficiente para amenazar dicha seguridad” (Hart, 1964, p. 98).  
 De ahí que deba arribarse a la conclusión de que el método de interpretación 
sistemática y finalista de la Constitución es uno de los más usados actualmente por la Corte 
Constitucional, la cual como garante del plexo constitucional, ha proferido innumerables 
sentencias en donde se refuta directamente la tesis formalista exegética o literalista, dentro 
de ella se encuentran aquellas sentencias en donde se consideran como derechos 
fundamentales a algunos postulados que no se encuentran catalogados de dicha manera, por 
su conexidad con otros derechos fundamentales (T-406 de 1992), o aquellas sentencias en 
donde se le da primacía al derecho constitucional sobre el común (SU-342 de 1995). 
33 
 
3.3 El Movimiento del Derecho Libre analizado desde el paradigma semántico.   
A finales del siglo IX y principios del XX, surgió en Alemania una oposición al positivismo 
que fue denominado como Movimiento del Derecho Libre (Freirechtsbewegung) en donde, 
el propósito fue limitar el método de interpretación positivista y exegético, por ser una 
jurisprudencia meramente conceptual y constructiva que no tenía en cuenta la realidad social, 
y que rendía un culto a la letra de la ley, “un fetichismo legal” (Ross, 1977, p. 242). Este 
método criticaba la concepción ideal del juez como la construcción de una Ciencia Jurídica 
“cimentado por la pretensión de erigirse como un sistema completo, capaz de resolver 
cualquier controversia a partir de las normas predefinidas por el derecho positivo vigente” 
(Segura, 1989, p. 425). 
 Siguiendo dicha línea argumental, Amado (1997), señala que el Movimiento del 
Derecho Libre fue acusado de “querer disolver el principio de legalidad, de propugnar un 
incontrolado activismo judicial y de bregar por el desvanecimiento de la seguridad jurídica” 
(p. 804). Incluso, algunos autores como Calamandrei (2009) han llegado a afirmar que “el 
Derecho Libre es una doctrina despreocupada y romántica, cautivante para los juristas que 
carecen de buen sentido y que equivale a la ausencia de todo Derecho” (p.89). No obstante, 
la praxis ha demostrado que el Freirechtsbewegung es uno de los movimientos de mayor 
influencia en la más reciente historia del pensamiento iusfilosófico, pues permitió la 
concepción del sistema como un orden normativo dinámico, y la consideración de que los 
jueces crean derecho cuando aplican, interpretan y le dan sentido a la ley.  
 Para comenzar, es necesario señalar que la teoría del Derecho libre, tal como su 
denominación lo sugiere, propugna por la total libertad del juez en la interpretación del 
derecho que deberá aplicar, a tal punto de poder hacer a un lado el derecho contenido en la 
norma jurídica. Es decir, según esta teoría, los jueces son independientes de las leyes y sus 
decisiones no deben obligatoriamente estar sujetas a éstas. El propósito que conlleva el 
proponer a favor de los jueces estas atribuciones de total libertad e independencia respecto 
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de la ley está dado por el anhelo de llegar a la Justicia que muchas veces se pierde o 
distorsiona en los mandatos normativos provenientes del derecho positivo.  
 Dicho en otras palabras, el movimiento del Derecho Libre, busca demostrar que 
además del derecho de procedencia estatal existe otro Derecho, absolutamente independiente 
de aquel, con vigencia efectiva en el seno de las distintas sociedades, caracterizado por su 
ausencia de formalización. Es un modelo de derecho que se relaciona con el derecho natural, 
con los principios y con los valores fundantes de los Estados. Al respecto, Kantorowicz 
señala que: 
El Derecho Natural es un Derecho que pretende regir independientemente del poder 
estatal. Denominamos todo Derecho de esta índole Derecho Libre y caracterizamos, 
por ende, el Derecho Natural enseguida y provisionalmente como una clase especial 
de Derecho Libre (1949, p. 332) 
Por dichas razones, se infiere que el derecho libre tiene el propósito fundamental de 
demostrar que la ley es incapaz de dar respuesta expresa a todos los casos posibles, por ello 
la existencia de las lagunas desde esta perspectiva se analiza teniendo en cuenta que, la falta 
de integridad o de plenitud del ordenamiento jurídico se soluciona por medio de la 
aplicabilidad de las fuentes múltiples del derecho que no se encuentran positivizadas como 
la costumbre. Las lagunas, entonces, no son espacios de reproducción de la ley, sino de origen 
de otras fuentes formales del Derecho, y es ahí donde el Derecho Libre hace su aparición, 
por ello debe ser entendido como “un Derecho que surge espontáneamente del seno de la 
sociedad, que es obtenido por los jueces en su actividad cotidiana, impregnado de valores y 
que supera la rigidez de la ley (Segura, 1989, p. 431).  
3.4 La conducta punible analizada desde la perspectiva de los métodos de interpretación 
Precisados los métodos de interpretación constitucional y, el concepto del método de 
interpretación del derecho libre, es necesario ahora examinar la forma como se ha 
interpretado la conducta punible en el ordenamiento jurídico colombiano. Inicialmente, el 
operador judicial busco interpretar el concepto de la conducta punible desde el método de 
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interpretación histórica, sin embargo, no fue posible la realización de dicho proceso 
hermenéutico debido a la falta de actas que plasmarán la intención de la Comisión que 
elaboró la propuesta inicial del proyecto de ley, por ello se acudió a las ponencias elaboradas 
por los miembros del Congreso, en donde se buscó regular el concepto.  
 Luego con la constitucionalización del derecho penal en el sistema jurídico 
colombiano, se incorporaron nuevos conceptos dentro de los cuales se encuentran los  
principios y valores que sustentan los derechos fundamentales, con lo cual se infiere que la 
interpretación tuvo un cambio del modelo formalista en donde la ley es el elemento central, 
hacia el modelo anti formalista en donde la Constitución incide de manera significativa en el 
derecho penal y por tanto en el concepto y, en la determinación de la conducta punible pues, 
se empezó a considerar que el juez, en ejercicio de sus facultades discrecionales tiene como 
límite los derechos constitucionales de las personas, así como aquellos postulados que 
cimientan la existencia de dichas prerrogativas en el sistema.  
 Para comprender la interpretación sistemática y de derecho libre efectuada por la 
Corte Constitucional en torno a los elementos relacionado con el análisis de la conducta 
punible, es necesario tener en cuenta la sentencia C-565 de 1995 en donde se señaló que: 
La función de la pena debe examinarse en el momento estático de su descripción 
legislativa y en el dinámico de su efectiva aplicación. En el primero, la pena cumple 
una función preventiva (para que los asociados se abstengan de realizar el 
comportamiento delictivo so pena de incurrir en la imposición de sanciones, 
mientras en la segunda, la potestad punitiva del Estado se hace presente mediante la 
imposición de la pena en concreto, con la represión que implica castigar 
efectivamente, con el rigor requerido, aquellos delitos abominables (Corte 
Constitucional, 1995) 
Luego, en la sentencia C -621 de 1996 el alto tribunal constitucional señaló que en el análisis 
de la conducta punible debe dominar la búsqueda de la resocialización del delincuente, por 
dicha razón: 
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El objeto del derecho penal en un Estado de este tipo no es excluir al delincuente del 
pacto social, sino buscar su reinserción en el mismo. Por ello, es lógico que los 
instrumentos internacionales de derechos humanos establezcan esa función 
resocializadora del tratamiento penitenciario en el aspecto sustancial de la dignidad 
humana, se concentra gran parte del debate moderno sobre la función resocializadora 
de la pena de la conducta punible y del sistema penal en general (Corte 
Constitucional, 1996) 
Por tal motivo, se infiere que la determinación de los elementos constitutivos del acto 
contrario al ordenamiento penal, se debe examinar desde la perspectiva del Estado Social de 
Derecho, en donde los derechos inherentes al ser, los principios y valores fundantes del 
sistema, operan como normas que limitan el actuar de todas las personas, es decir, establecen 
prestaciones de no lesión o de categoría negativa, por tal motivo, los métodos de 
interpretación utilizados en dicha situación por la Corte Constitucional fueron el finalista y 
el sistemático pues el propósito verso en analizar el valor objetivo y contemporáneo que 
tienen los postulados superiores en la determinación de los criterios estructurales de la 
conducta punible, en donde se requiere de un examen dinámico que tenga en cuenta la 
realidad actual, la necesidades sociales de los sujetos que se encuentran incursos en un 
proceso penal. 
 Siguiendo dicha línea argumental, en la sentencia T-465 de 1996 se analizó la 
aplicabilidad del principio de dignidad humana en la determinación de la conducta punible, 
y se explicó que es un valor supremo que irradia el conjunto de derechos fundamentales que 
fueron reconocidos en la Constitución, por ello el operador judicial debe tener en cuenta que 
la dignidad humana atiende a la superación de la persona, respetando en todo momento su 
identidad, por tal motivo:  
No es solo una declaración ética, sino una norma jurídica de carácter vinculante para 
todas las autoridades; es consecuencia un valor fundante y constitutivo del orden 
jurídico y de los derechos fundamentales, que se expresa en el respeto a la vida y a 
la integridad física de los demás; es un sentido moral y jurídicamente extenso que 
no se reduce solo a un ámbito policivo o penal; también compromete el deber de las 
autoridades y de los particulares de no maltratar ni ofender ni torturar ni infligir 
tratos crueles o degradantes a las personas por razón de sus opiniones, creencias, 
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ideas políticas o filosóficas, pues cualquier acción contraria desconoce el derecho a 
la igualdad (Corte Constitucional, 1996) 
De ello se desprende la idea de que el derecho penal colombiano estuvo enmarcado por un 
proceso de constitucionalización efectuado por medio del método sistemático en materia 
sustantiva y procedimental, en donde los jueces de las altas cortes tienen un papel 
trascendental pues por medio de su jurisprudencia se ha orientado y determinado su contenido 
y alcance, lo cual implica que el legislador no tenga una discrecionalidad absoluta para definir 
los tipos delictivos pues, prevalecen los derechos constitucionales de las personas, así como 
el fundamento y límite del poder punitivo del Estado, por ello, en caso de inoperancia del 
cuerpo legislativo está llamado el juez constitucional a determinar el sentido del derecho, 
permitiendo que se hagan efectivos los derechos y valores constitucionales que fueron 
consagrados por el constituyente originario en el plexo superior de forma real y efectiva. 
 Posteriormente, en la sentencia C - 285 de 1997 se examinó por el alto tribunal el 
principio de proporcionalidad en la conducta punible, para ello preciso que es imperativo que 
el juez realice una relación valorativa con el hecho cometido, en donde se pueda estudiar su 
significado global. Dicha obligación la fundamento teniendo como premisa el hecho de que 
en un Estado social de derecho las penas tienen que guardar una razonable proporcionalidad 
con el grado de culpabilidad del acto, y no solo con la gravedad material y objetiva de la 
lesión al bien jurídico, razón por la cual:  
El poder punitivo tiene unos límites dados por el principio de proporcionalidad, en 
virtud del cual la graduación, en abstracto y en concreto, de la sanción, debe hacerse 
de acuerdo con la gravedad del injusto, y el grado de culpabilidad. Según el primer 
criterio, la intervención del derecho penal se dirige a sancionar las conductas lesivas 
de los bienes jurídicos que se estiman más valiosos, teniendo en cuenta que el hecho 
punible, además de lesionar bienes jurídicos particulares, atenta contra los valores 
ético-sociales predominantes en una sociedad determinada. El grado de culpabilidad, 
por su parte, involucra consideraciones acerca de la intencionalidad del hecho, esto 
es, de la conciencia y voluntad presentes en su realización, en virtud de los cuales se 
considera que la persona habría podido actuar de otra manera (Corte Constitucional, 
1997) 
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Luego en la sentencia C -739 de 2000, se abordó el precepto que desarrolla la tipicidad de 
hecho punible, se precisó que es un elemento que contiene la descripción de lo que se debe 
hacer o no hacer, y, por lo tanto, del hecho constitutivo de la conducta reprochable, por ello 
se infiere que desde esta perspectiva es un principio jurídico que se integra por varios 
elementos que conforman su estructura y que pueden ser sintetizados así:  
(i) un sujeto activo, que es quien ejecuta la conducta reprochable y punible; (ii) un 
sujeto pasivo, que es el titular del bien jurídico que el legislador busca proteger y 
que resulta afectado con la conducta del sujeto activo; (iii) una conducta, que 
corresponde al comportamiento de acción o de omisión cuya realización se acomoda 
a la descripción del tipo y que generalmente se identifica con un verbo rector; 
y (iii) el objeto de doble entidad; jurídica, en cuanto se refiere al interés que el Estado 
pretende proteger y que resulta vulnerado con la acción u omisión del sujeto activo, 
y material, que hace relación a aquello (persona o cosa) sobre lo cual se concreta la 
vulneración del interés jurídico tutelado y hacia el cual se orienta la conducta del 
agente (Corte Constitucional, 2000) 
De ello es dable señalar que, es necesario por un lado, que el legislador establezca penas 
proporcionadas teniendo en cuenta la gravedad de los delitos y, adicionalmente se requiere 
que el operador judicial analice en los casos concretos la conducta de manera proporcionada 
a la gravedad, complementando de esta manera las exigencias del principio de culpabilidad 
que en sí mismo no garantiza la proporción entre el delito y la pena. En otras palabras, se 
requiere de un análisis sistemático que permita la aplicabilidad de los mandatos consagrados 
en el plexo superior, en el ejercicio de la actividad creadora de las normas que integran el 
sistema y, en el ejercicio de la actividad jurisdiccional que es realizada por los jueces de la 
República, para ello es imperativo el examen deductivo y finalista del ordenamiento jurídico, 
el cual parte del análisis de la Constitución y, del Bloque de Constitucionalidad, y avanza 
sobre las decisiones proferidas por el legislador y por las autoridades de la Administración.  
 Ahora bien – con el propósito de analizar de forma práctica la aplicabilidad de los 
métodos de interpretación constitucional antes examinado – es necesario traer a colación la 
sentencia C -297 de 2016, en donde la Corte Constitucional examinó la demanda de 
inconstitucionalidad contra el literal e) del artículo 2º (parcial) de la Ley 1761 de 2015 – Ley 
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Rosa Elvira Cely – que creo el tipo penal de feminicidio como delito autónomo. En dicha 
oportunidad la Corte realizó un minucioso examen del alcance de la conducta punible, pues 
el demandante consideraba que la determinación de antecedentes o indicios de violencia o 
amenaza en las diferentes esferas sociales en contra de la víctima, sin una calificación 
especial, generaba una indeterminación en el ingrediente subjetivo del tipo, pues no 
constituye suficiente evidencia para demostrar que la motivación del homicidio es el odio o 
repulsión al género femenino.   
 Para resolver dicha cuestión planteada por el accionante, la Corte señaló que los 
antecedentes o indicios de cualquier tipo de violencia o amenaza de ésta son criterios de tipo 
complementario que implican o comprenden el hecho de matar a una mujer por el hecho de 
serlo o por su identidad de género, por ello se establecen como situaciones contextuales y 
sistemáticas, que pueden ayudar a develar el elemento subjetivo del tipo penal. Para sustentar 
dicha afirmación, el alto tribunal hizo uso del método de interpretación histórica pues tuvo 
en cuenta la gaceta del Congreso de la República 773 de 2013, que contiene la exposición de 
motivos del proyecto de ley 107 de 2013 del Senado, en donde se indica que la tipificación 
del feminicidio era necesaria, pues había un vacío legal que impedía sancionar la muerte 
dolosa de la mujer por el simple hecho de ser mujer. 
 Por tal motivo, se infiere que se determinó el contenido de la conducta teniendo en 
cuenta el vacío legal, y el deber de debida diligencia en la prevención, investigación y sanción 
de la violencia contra la mujer; así como, la obligación de garantizar el derecho de acceso a 
la justicia de las mujeres víctimas. En otras palabras, la tipificación del delito buscó la 
institucionalización de acceso a un recurso judicial efectivo de protección, el cual se efectuó 
por medio de la interpretación de la norma desde su sentido histórico, pues la necesidad de 
dar viabilidad probatoria a los antecedentes o amenazas de cualquier tipo de violencia, está 
estrictamente ligada con el hecho de que la discriminación estructural contra las mujeres 
persiste en muchos ámbitos jurídicos y judiciales. En ese sentido señaló el alto tribunal que:  
Tanto en la exposición de motivos de la Ley 1761 de 2015, como en reiterada 
jurisprudencia se ha denunciado que, en contexto de discriminación, no es posible 
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mantener el velo de la igualdad de armas procesales, sin que ello implique el 
desconocimiento de las obligaciones estatales de prevenir, investigar y sancionar 
cualquier tipo de violencia contra la mujer. (…) Así, la inclusión de los antecedentes 
e indicios de violencia en una circunstancia del tipo, responde a la necesidad de 
establecer un tipo penal que  pueda integrar una perspectiva de género en la que esas 
desigualdades sean superadas (…) En suma, resulta claro que las circunstancias 
contextuales de un homicidio de una mujer por el hecho de ser mujer son 
determinantes para establecer la conducta del feminicidio. (…) En este sentido, dado 
que los bienes jurídicos protegidos por la norma acusada van más allá de la vida y 
se encuentran ligados a la protección de las mujeres frente a patrones de 
discriminación que configuren la intención de matarlas por razones de género, esta 
Sala es enfática en establecer que el elemento esencial del tipo radica en el hecho de 
matar a una mujer por el hecho de serlo (Corte Constitucional, 2016) 
Es necesario señalar que, en la exposición de motivos antes mencionada se hace un recuento 
de las cifras de violencia intrafamiliar, violencia sexual y los homicidios que tienen las 
características de feminicidios y los avances para su identificación por parte de las secretarías 
de la mujer en el nivel territorial. En este recuento, se da cuenta de una situación generalizada 
en la que las mujeres son las mayores víctimas tanto de violencia intrafamiliar como sexual 
en un 80% aproximadamente. De otra parte, se señala que de las 1284 mujeres asesinadas en 
Bogotá entre los años 2004 y 2012, al menos el 20% tiene las características del feminicidio. 
Igualmente, recoge los ejemplos de la tipificación del feminicidio en América Latina que 
atribuye a una respuesta al grado de violencia que sufren las mujeres en la región y los altos 
niveles de impunidad. También se refiere al delito en el sistema interamericano y en el 
sistema universal de derechos humanos. Y además señala que en la sesión 57 de la Comisión 
del Estatus Jurídico y Social de la Mujer se estableció como una necesidad la tipificación de 
este delito y, se hace alusión al Modelo de Protocolo para la investigación de muertes por 
razones de género en América Latina: femicidio y/o feminicidio impulsado por ONU 
Mujeres Regional y a los diferentes esfuerzos de estas instancias por visibilizar la violencia 
contra las mujeres y la necesidad de dar respuestas apropiadas para estas.   
 Por dichas razones, la Corte consideró que el establecimiento del feminicidio como 
una conducta punible en el sistema jurídico penal colombiano, y la determinación de sus 
elementos fundamentales obedecía a los antecedentes históricos y a la consecuente 
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constitucionalización del derecho penal, con lo cual se materializó la aplicabilidad del 
método de interpretación histórica y sistemática, así como la aplicabilidad del método de 
interpretación libre pues, se estudiaron contextos sociales anteriores con la finalidad de que 
estos influyeran en el entendimiento actual de la norma, se buscó averiguar el sentido que el 
legislador incorporó con la creación de la Ley. Con lo cual, se generó de forma simultánea la 
adopción un modelo progresista que tiene en cuenta el carácter dinámico y continuo de la 
sociedad.  
Conclusión 
La interpretación dinámica de los elementos de la conducta punible estipulada en el artículo 
9° del Código Penal efectuada por los operadores judiciales ha permitido la superación de la 
rigidez de la ley penal colombiana en los procesos de determinación y modificación de 
conductas punibles y, ha contribuido en la construcción de un sistema punitivo corte 
garantista en el contexto colombiano, pues ha facilitado la implementación de parámetros de 
racionalidad, de justicia y de legitimidad de la intervención punitiva que en la praxis 
materializan de forma real y efectiva el establecimiento de un modelo normativo de derecho 
penal ligado de forma inexorable al principio de adecuación dinámica propio del Estado de 
Derecho, lo cual ha generado un cambio de paradigma en el sistema interno, en donde el 
principio de legalidad se flexibiliza, con el propósito de darle al juez libertad en la 
interpretación del derecho que deberá aplicar en los casos concretos, y de esta manera 
garantizar una solución justa que supla los vacíos y lagunas que pueden surgir, especialmente 
en aquellos casos que han sido considerados como difíciles.  
 Con ello, se le da la facultad al operador de interpretar la conducta punible, sus 
elementos y, sus modalidades teniendo en cuenta, aspectos adicionales y superiores al 
espectro de la legalidad, como lo son los valores y los principios, lo cual  constituye un claro 
ejemplo de lo que autores como Ferrajoli ha denominado Creación de derecho sobre Derecho 
pues, se parte de la premisa de que es necesaria la implementación de subreglas normativas, 
creadas por medio de procesos de interpretación judicial que tiendan a materializar de forma 
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real y efectiva los derechos que son inherentes a las personas, es decir, los que han sido 
concebidos como fundamentales, por tanto, la creación de normas que determinan la forma 
y modalidad de realización de la conducta punible constituye una garantía en la estabilidad 
del sistema pues, resulta imperativo que ante la lesión de bienes jurídicamente tutelables – 
que poseen como cimiento los derechos fundamentales establecidos en el plexo superior 
nacional – se asegure la imposición de una sanción por dicho actuar, lo cual asegura los 
derechos que han sido normativamente proclamados de los cuales son titulares tanto la 
víctima o sujeto pasivo y el sujeto activo.   
 En cuanto a los métodos de interpretación que son utilizados contemporáneamente 
por los operadores judiciales para determinar los elementos de la conducta punible, es 
necesario señalar que se utilizan principalmente el método sistemático, el finalista y el 
histórico, sin embargo, ello no quiere decir que el análisis gramatical o literal este es desuso 
pues, existen eventos en donde es necesario precisar el contenido de las conductas acudiendo 
a su tenor literal, el cual se puede interpretar desde el paradigma semántico contenido en los 
diccionarios considerados como fuente primaria y los proferidos por la Real Academia 
Española. Es decir, de acuerdo al caso el operador determina el o los métodos de 
interpretación aplicables, para ello siempre tiene en cuenta los principios, valores y derechos 
fundamentales que fueron consagrados en la Constitución y, aquellas normas que sin haber 
sido incorporadas de forma expresa al plexo superior tienen valor vinculante por hacer parte 
del Bloque de Constitucionalidad.  
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